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Exp. 1071/2024-2 


	TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA

SEGUNDA SALA UNITARIA

	EXP. 1071/2024/2

	SENTENCIA DEFINITIVA

	ACTOR: **********

	DEMANDADA: TITULAR DE LA SECRETARIA DE EDUCACIÓN DEL GOBIERNO DEL ESTADO
                                                                                                                                                                                                                                                                              

	MAGISTRADA: MARIA OLVIDO RODRIGUEZ VAZQUEZ

	SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA: OSCAR TORRES HERRERA 


San Luis Potosí, S. L. P., once de junio de dos mil veinticinco. 

V I S T O S, para resolver en definitiva, los autos del Juicio Contencioso Administrativo 1071/2024/2, promovido por la persona moral ********** por conducto de su apoderado legal ********** señalando como autoridad demandada al Titular de la Secretaría de Educación del Gobierno del Estado, y,

R E S U L T A N D O
I.- Por escrito presentado ante este Tribunal el veintiocho de octubre de dos mil veinticuatro, el C. **********, promovió demanda de Juicio Contencioso Administrativo contra actos emitidos por el Titular de la Secretaría de Educación del Gobierno del Estado, por el acto que a continuación se precisa:
“Resolución de fecha 23 de septiembre de 2024 dictada dentro del expediente **********, el cual se me notificó el día 08  de octubre de 2024…”
II.- Mediante proveído de cinco de noviembre de dos mil veinticuatro, se tuvo por admitida la demanda y se ordenó correr traslado a la autoridad demandada, emplazándola para que dentro del término de diez días manifestara lo que a su derecho conviniera.

III.- En proveído de fecha veintidós de enero de dos mil veinticinco, se dio cuenta con el oficio sin número y sus anexos, signado por el Maestro **********, quien comparece en su carácter de Apoderado Legal del Secretario de Educación del Gobierno del Estado, **********; mediante el cual, dio contestación a la demanda interpuesta en este juicio.
Por tanto, se tuvo a la autoridad compareciente por contestada la demanda, por lo que se ordeno correrle traslado a la parte actora, para los efectos legales que a su derecho correspondiera.
Asimismo, se tuvieron por admitidas las pruebas ofrecidas por las partes, las cuales se relacionan a continuación:

A la actora se le tuvieron por ofrecidas y admitidas las documentales consistentes en: 
· Constancias que integran el expediente administrativo **********, que exhibió la parte actora.

· Copia fotostática de la resolución impugnada de fecha veintitrés de septiembre de dos mil veinticuatro, que resolvió el recurso de revisión que interpuso en contra de la resolución dictada el dieciséis de mayo de dos mil veinticuatro.

· La presuncional legal y humana.

A la autoridad demandada se le tuvieron por ofrecidas y admitidas las documentales siguientes:
· Copia certificada del acuerdo número ********** de fecha veintiuno de junio de dos mil veintidós, por el cual se le otorga a la parte actora el Reconocimiento de Validez Oficial a los Estudios de Bachillerato General, en la modalidad no escolarizada, opción virtual, enfoque práctico con perfil de ingreso de 17 años cumplidos; que detalla en el punto 1 del capítulo de pruebas de la contestación de demanda.

· Copia certificada de la resolución impugnada de fecha veintitrés de septiembre de dos mil veinticuatro; que detalla en el punto 2 del capítulo de pruebas de la contestación de demanda.

· La presuncional legal y humana.

· La instrumental de actuaciones.

Por otra parte se señalaron las once horas del dieciocho de febrero de dos mil veinticinco, para el desahogo de la audiencia a que se refiere el artículo 246 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí. 

IV.- En la fecha y hora indicada tuvo verificativo la audiencia final, sin la asistencia de las partes; el Secretario de Acuerdos, dio cuenta del escrito de demanda y de contestación, e hizo relación de las constancias de autos; en periodo de pruebas, se tuvieron por desahogadas las pruebas documentales de las partes, ofrecidas en tiempo dada su propia naturaleza; en etapa de alegatos, se tuvieron únicamente por presentados a la autoridad demandada; se citó para resolver y se turnó el expediente para elaborar el proyecto respectivo.
CONSIDERANDO

PRIMERO.- A esta Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, corresponde conocer, substanciar y resolver los juicios de su competencia, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 1º, 2º, 7º fracción I y III, y 9º fracción III, 24, 35 fracción VIII de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; Segundo Párrafo del artículo 2°, 248, 249, 250 y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, por tratarse de una controversia suscitada entre un particular y una autoridad de esta entidad federativa donde se ejerce jurisdicción.
SEGUNDO.- De acuerdo con lo que precisa el artículo 221 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, esta Sala Unitaria procede a analizar la legitimación de los comparecientes en este juicio.
El interés jurídico de la parte accionante, queda acreditado con base a lo dispuesto por el artículo 231 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, dado que comparece a instar a juicio el C. **********, Apoderado Legal de **********según la escritura pública del testimonio ********** del protocolo de la Notaria Pública número ********** con ejercicio en esta ciudad, la cual obra agregada en copia fotostática certificada a fojas 11 a la 20 de autos y comparece a demandar diversos actos a cargo de la citada persona moral.
La autoridad demandada, justificó debidamente su personalidad y legitimación en términos del artículo 220 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, en virtud de que comparece el **********, Titular de la Unidad de Asuntos Jurídicos y Derechos Humanos de la Secretaría de Educación del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, quien comparece en su carácter de Apoderado Legal del Secretario de Educación del Gobierno del Estado **********, lo que acredita con la copia certificada del instrumento notarial **********, la cual obra a fojas de la 190 a la 192 de autos.

Las documentales en referencia adquieren valor probatorio  pleno, con apoyo legal en el artículo 72 fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

TERCERO.- La litis planteada en este Juicio Contencioso Administrativo consiste en dilucidar la legalidad o ilegalidad del siguiente acto:

“Resolución de fecha 23 de septiembre de 2024 dictada dentro del expediente **********, el cual se me notificó el día 08  de octubre de 2024…”
CUARTO.- Antes de entrar al estudio de los conceptos de impugnación vertidos por la parte Actora en el escrito de demanda, es necesario establecer si en el presente Juicio se actualiza una de las causales de improcedencia o sobreseimiento a que se refieren los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que sirva de base para decretar total o parcialmente el sobreseimiento del Juicio, ya sea que lo hagan valer o no las partes; toda vez que se trata de cuestiones de orden público que se tienen que estudiar de oficio y, cuyo análisis es preferente al del fondo del asunto.
La autoridad demandada al momento de producir su contestación de demanda hace valer diversas excepciones consistentes en la falta de acción y de derecho; y la de oscuridad en la demanda.

A juicio de la suscrita Magistrada Titular de esta Segunda Sala Unitaria, los planteamientos de la autoridad demandada y los razonamientos en los cuales se sustentan las excepciones opuestas, involucran cuestiones inherentes a la resolución de fondo del juicio, toda vez que se encuentran estrechamente vinculadas con el análisis del asunto, incluso con su existencia. 

Sirve de apoyo a lo anterior, el criterio contenido en la jurisprudencia que, aunque se refiere al juicio de amparo, es aplicable al caso por analogía; cuyos datos de localización y contenido se reproducen a continuación:

No. Registro: 187,973, Jurisprudencia Materia(s): Común, Novena Época, Instancia: Pleno, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, XV, Enero de 2002, Tesis: P./J. 135/2001, Página: 5

“IMPROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO. SI SE HACE VALER UNA CAUSAL QUE INVOLUCRA EL ESTUDIO DE FONDO DEL ASUNTO, DEBERÁ DESESTIMARSE. Las causales de improcedencia del juicio de garantías deben ser claras e inobjetables, de lo que se desprende que si se hace valer una en la que se involucre una argumentación íntimamente relacionada con el fondo del negocio, debe desestimarse…”

Por último, se debe de hacer mención, que de acuerdo a lo que ordena los últimos párrafos de los artículos 228 y 229, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, esta Sala practicó estudio oficioso de las causales de improcedencia y sobreseimiento, sin que advirtiera que en la especie se actualizara alguna, por lo que, en seguida se procede al estudio de lo argumentado por la parte actora y lo refutado por las enjuiciadas.

QUINTO.-  Los conceptos de impugnación que plantea la Parte Actora en su escrito de demanda, se localizan a fojas de la 3 a la 8 del expediente en que se actúa, los que por economía procesal se tienen aquí por reproducidos. Resulta aplicable por analogía la Tesis de Jurisprudencia emitida por el Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito; publicada en la página 414, Tomo VI, Común, Jurisprudencia  TCC,  del Apéndice 2000, Novena Época, que a la letra dice lo siguiente:

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS.-  El hecho de que el Juez  Federal  no  transcriba en su fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, no implica que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo, a la cual sujeta su actuación, pues no hay precepto alguno que establezca la obligación de llevar a cabo tal transcripción; además de que dicha omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de la oportunidad para recurrir la resolución y alegar lo que estime pertinente para demostrar, en su caso, la ilegalidad de la misma.- SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO.”
SEXTO.- En primer término se debe de precisar que el acto impugnado se hace consistir en la resolución del recurso del  recurso de revisión  de fecha veintitrés de septiembre de dos mil veinticuatro, dictada dentro del expediente **********, signado por el Secretario de Educación del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, mismo que se encuentra dirigido a nombre de la parte actora, documental que obra a fojas de la 141 a la 148 del expediente en el que se actúa.
Motivo de lo anterior, se debe de hacer mención que la parte actora en su escrito inicial de demanda hace valer diverso concepto de impugnación en contra de la resolución de fecha dieciséis de mayo de dos mil veinticuatro, por lo que tomando en consideración el principio de Litis abierta, se procede al análisis del oficio anteriormente mencionado, ello de acuerdo a lo establecido en los siguientes criterios: 

Época: Décima Época 

Registro: 2007960 

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 

Tipo de Tesis: Aislada 

Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación 

Libro 12, Noviembre de 2014, Tomo IV 

Materia(s): Administrativa 

Tesis: I.8o.A.83 A (10a.) 

Página: 3000 

LITIS ABIERTA. ESTE PRINCIPIO PERMITE AL ACTOR EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO FEDERAL FORMULAR CONCEPTOS DE NULIDAD SOBRE ASPECTOS QUE NO HIZO VALER EN EL PROCEDIMIENTO DEL QUE DERIVÓ LA RESOLUCIÓN IMPUGNADA E, INCLUSO, PARA EVIDENCIAR LAS VIOLACIONES COMETIDAS EN SU PERJUICIO DURANTE LA TRAMITACIÓN DE ÉSTE, LOS CUALES DEBEN ESTUDIARSE POR EL TRIBUNAL DE LA MATERIA.

El principio de litis abierta previsto en el artículo 1o. de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo no contiene limitante ni condición alguna para el actor en el juicio contencioso administrativo federal, razón por la cual, éste, al impugnar una resolución, está facultado para formular conceptos de nulidad sobre aspectos que no hizo valer en el procedimiento del que aquélla derivó e, incluso, externar argumentos para evidenciar las violaciones cometidas en su perjuicio durante la tramitación de éste, pues el principio mencionado permite al gobernado una defensa extendida, por lo cual, el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa está obligado a estudiar dichos planteamientos.

Época: Novena Época 

Registro: 184472 

Instancia: Segunda Sala 

Tipo de Tesis: Jurisprudencia 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta 

Tomo XVII, Abril de 2003 

Materia(s): Administrativa 

Tesis: 2a./J. 32/2003 

Página: 193 

JUICIO DE NULIDAD. EL PRINCIPIO DE LITIS ABIERTA CONTENIDO EN EL ARTÍCULO 197, ÚLTIMO PÁRRAFO, DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN VIGENTE, PERMITE AL DEMANDANTE ESGRIMIR CONCEPTOS DE ANULACIÓN NOVEDOSOS O REITERATIVOS REFERIDOS A LA RESOLUCIÓN RECURRIDA, LOS CUALES DEBERÁN SER ESTUDIADOS POR EL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA.

El artículo 197 del Código Fiscal de la Federación, en su texto anterior a la reforma publicada en el Diario Oficial de la Federación el 15 de diciembre de 1995, contenía el principio de "litis cerrada" que impedía que se examinaran los argumentos dirigidos a demostrar la ilegalidad del acto administrativo contra el cual se enderezó el recurso, es decir, no permitía que el demandante hiciera valer o reprodujera argumentos relativos a la resolución recurrida; y, por ende, el entonces Tribunal Fiscal de la Federación no estaba obligado a estudiar los conceptos de anulación que reiteraran argumentos ya expresados y analizados en el recurso ordinario; sin embargo, en el texto vigente del último párrafo del citado numeral se simplificó el procedimiento contencioso administrativo al cambiar el principio de "litis cerrada" por el de "litis abierta", el cual comprende no sólo la resolución impugnada sino también la recurrida; los nuevos argumentos que pueden incluir los razonamientos que se refieran a la resolución recurrida, y los dirigidos a impugnar la nueva resolución; así como aquellas razones o motivos que reproduzcan agravios esgrimidos en el recurso administrativo en contra de la resolución originaria. Por tanto, todos estos argumentos, ya sean novedosos o reiterativos de la instancia administrativa, constituyen los conceptos de anulación propios de la demanda fiscal, lo cual implica que con ellos se combaten tanto la resolución impugnada como la recurrida en la parte que afecte el interés jurídico del actor, por lo que el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa está obligado a estudiarlos.

Ahora bien, la Sala estima necesario precisar que en el presente asunto se atiende a la causa de pedir, es decir, que se efectúa un estudio integral de la demanda en su conjunto y se analizan los motivos de agravio que argumenta el actor, ello a efecto de que el análisis de esta Sala no se limite a atender su apartado de conceptos de impugnación, sino a cualquier parte de ella donde se advierta la exposición de motivos esenciales de la causa de pedir, con la finalidad de resolver la pretensión efectivamente planteada, lo que implica el estudio de la demanda en su integridad.

Lo anterior con sustento en el Criterio emitido por la Segunda Sala, así como por los Tribunales Colegiados de Circuito, cuyos datos de localización rubro y contenido es el siguiente. 

DEMANDA EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO DEL ESTADO DE VERACRUZ. SU ESTUDIO DEBE SER INTEGRAL.

Del artículo 325 del Código de Procedimientos Administrativos para el Estado de Veracruz, se colige que las Salas del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Poder Judicial local deben resolver la pretensión efectivamente planteada en la demanda de nulidad, previa fijación clara y precisa de los puntos controvertidos, y suplir la deficiencia de la queja en los casos previstos por dicha norma; de ahí que ese escrito inicial constituye un todo y su análisis no debe circunscribirse al apartado de los conceptos de impugnación, sino a cualquier parte de éste donde se advierta la exposición de motivos esenciales de la causa de pedir, como lo ordena el propio precepto 325 en su fracción IV, al disponer que las sentencias del órgano jurisdiccional referido contendrán el "análisis de todas y cada una de las cuestiones planteadas por los interesados.", lo cual implica que el estudio de la demanda en el juicio contencioso administrativo debe ser integral y no en razón de uno de sus componentes.

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL SÉPTIMO CIRCUITO. 

CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. PARA QUE SE ESTUDIEN, BASTA CON EXPRESAR CLARAMENTE EN LA DEMANDA DE GARANTÍAS LA CAUSA DE PEDIR.

Esta Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, abandona el criterio formalista sustentado por la anterior Tercera Sala de este Alto Tribunal, contenido en la tesis de jurisprudencia número 3a./J. 6/94, que en la compilación de 1995, Tomo VI, se localiza en la página 116, bajo el número 172, cuyo rubro es "CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. REQUISITOS LÓGICO JURÍDICOS QUE DEBEN REUNIR.", en la que, en lo fundamental, se exigía que el concepto de violación, para ser tal, debía presentarse como un verdadero silogismo, siendo la premisa mayor el precepto constitucional violado, la premisa menor los actos autoritarios reclamados y la conclusión la contraposición entre aquéllas, demostrando así, jurídicamente, la inconstitucionalidad de los actos reclamados. Las razones de la separación radican en que, por una parte, la Ley Reglamentaria de los Artículos 103 y 107 Constitucionales no exige, en sus artículos 116 y 166, como requisito esencial e imprescindible, que la expresión de los conceptos de violación se haga con formalidades tan rígidas y solemnes como las que establecía la aludida jurisprudencia y, por otra, que como la demanda de amparo no debe examinarse por sus partes aisladas, sino considerarse en su conjunto, es razonable que deban tenerse como conceptos de violación todos los razonamientos que, con tal contenido, aparezcan en la demanda, aunque no estén en el capítulo relativo y aunque no guarden un apego estricto a la forma lógica del silogismo, sino que será suficiente que en alguna parte del escrito se exprese con claridad la causa de pedir, señalándose cuál es la lesión o agravio que el quejoso estima le causa el acto, resolución o ley impugnada y los motivos que originaron ese agravio, para que el Juez de amparo deba estudiarlo…”

CONCEPTOS DE VIOLACION, AUSENCIA DE FORMALIDADES EN LA EXPRESION DE LOS.

La Ley de Amparo no exige, en sus artículos 116 y 166, que la expresión de los conceptos de violación se haga con determinadas formalidades solemnes e indispensables. Por otra parte, la demanda de amparo es un todo que debe considerarse en su conjunto, de lo que se sigue que, aun cuando la costumbre ha llevado a los litigantes a expresar los conceptos de violación en un capítulo destacado, en busca de claridad, deben tomarse como conceptos de violación todos los razonamientos que, con tal contenido, aparezcan en la demanda, aunque no esté en el capítulo relativo. Basta que en alguna parte de la demanda se exprese un argumentó que tienda a demostrar la ilegalidad o inconstitucionalidad de los actos reclamados, para que deba ser estudiado en la sentencia como concepto de violación, ya que es evidente que la sentencia debe ocuparse de todos los que la parte quejosa exprese. Por lo demás, para que existan conceptos de violación en una demanda de amparo administrativo, que es de estricto derecho, es suficiente que se exprese con claridad la causa de pedir, señalándose cuál es la lesión o agravio que el quejoso estima le causa la resolución impugnada, y los motivos que originan tal agravio"

En ese contexto, del análisis de la demanda, se advierte que la parte actora señala en su escrito de demanda, específicamente en el apartado denominado “AGRAVIOS”, en los señalados en el punto número tres y cuatro, solicita la prescripción del procedimiento incoado en su contra, 
Bajo esa tesitura, se tiene que el actor señala medularmente en el concepto de impugnación identificado con el número tres y cuatro lo siguiente:
“3.- Me causa Agravio que el LIC. ********** Secretario de Educación de Gobierno del Estado  no realiza el procedimiento administrativo como lo establece el Código Procesal Administrativo del Estado por lo siguiente:

Ya que el procedimiento Administrativo inicio el día 21 de noviembre de 2023 un año después de que se me suspendió las actividades al **********, y la fecha de suspensión fue el día 21 de noviembre de 2022, por lo que dicho procedimiento se inició fuera del término que establece la Ley, ya que la fecha de suspensión fue el día 21 de noviembre de 2022, y la visita se realizó el día 04 de noviembre de 2022 y de acuerdo con el oficio número ********** de fecha 18 de noviembre de 2022 con ello se demuestra que el procedimiento se inició después de un año con lo cual dicho procedimiento se realza fuera del término que establece la Ley por lo que ya había prescrito la acción de dicha Autoridad Administrativa”
“4.- Así mismo dentro del procedimiento el día 15 de marzo 2024 presente mi escrito de formulación de AGRAVIOS, por lo que la autoridad debería de emitir su resolución dentro del término de 10 días que empezaron en día 22 de marzo de 2024 y concluyeron el día 18 de abril de 2024 y la resolución se está realizando el día 16 de mayo de 2024 misma que está fuera de termino por lo que el suscrito el día 14 de Junio de 2024 presente escrito solicitando la PRESCRIPCIÓN Y CADUCIDAD del proceso que nos ocupa escrito al cual no ha recaído acuerdo alguno al día de hoy ni dentro de la resolución de fecha 23 de septiembre de 2024, ya que además lo que la ley establece que la autoridad Administrativa tiene 30 días para dictar el acuerdo de Prescripción y Caducidad del procedimiento y esto puede ser de oficio o a solicitud de las partes por lo que el suscrito realizó dicha solicitud y la misma no se ha acordado ni se ha realizado ninguna manifestación de dicho escrito.”

A juicio de esta Sala Unitaria, el concepto de impugnación que en este acto se analiza resulta ser fundado y suficiente para declarar la nulidad del acto impugnado, ello es así en razón de las siguientes consideraciones:
En primer término, se debe de tener en cuenta lo establecido en el artículo 156 de la Ley de Educación del Estado de San Luis Potosí, el cual establece que la visita se tendrá por concluida, una vez que haya transcurrido el plazo de cinco días previsto en el artículo 153 de la propia ley. Y para el caso de que de que en la visita se desprenda la comisión de una posible infracción, a partir del día hábil siguiente comenzará a contabilizarse el plazo que tiene la autoridad educativa para imponer sanciones administrativas, ello de acuerdo con lo establecido en el artículo 215 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, resultando pertinente realizar la transcripción de los artículos anteriormente mencionados, mismos que rezan de la siguiente manera:
ARTÍCULO 153. Respecto de los hechos y circunstancias asentadas en el acta de visita, el visitado podrá exhibir documentación complementaria, formular observaciones y ofrecer pruebas, mediante escrito presentado ante la autoridad educativa, dentro de los cinco días hábiles siguientes a la fecha en que se hubiere levantado el acta de la visita, el cual deberá contener lo siguiente: 

I. Autoridad a la que se dirige; 

II. Nombre, denominación o razón social del titular de la autorización o del reconocimiento de validez oficial de estudios; así como la denominación autorizada de la institución; 

III. El domicilio que señala para oír y recibir notificaciones y documentos y, en su caso, la designación de la persona o personas autorizadas para el mismo efecto; 

IV. Fecha en que se realizó la visita, así como el número de oficio de la orden de la misma; 

V. Relación detallada de la documentación e información a exhibir que haga referencia a los términos que se revisaron durante la diligencia, indicando si la documentación se presenta en original, copia certificada o copia simple, asimismo, podrá realizar las manifestaciones o aclaraciones que considere pertinentes, y 

VI. El lugar, fecha y la firma autógrafa del titular de la autorización o del reconocimiento de validez oficial de estudios; tratándose de una persona moral, la de su representante legal. En caso de que el mismo, sea suscrito por una persona distinta, deberá agregar los documentos que acrediten su personalidad. 
Transcurridos los cinco días hábiles siguientes a la fecha en que se hubiere levantado el acta de la visita, sin que el visitado, su representante legal o apoderado hayan presentado información o documentación relacionada con la misma, se entenderá que está de acuerdo en su totalidad con lo asentado en el acta de visita y se tendrá por precluido su derecho para exhibir documentación e información.

ARTÍCULO 156. La visita se tendrá por concluida, una vez que haya transcurrido el plazo de cinco días previsto en el artículo 153 de esta Ley. En caso de que de la visita se desprenda la comisión de una posible infracción, a partir del día hábil siguiente, comenzará a contabilizarse el plazo que tiene la autoridad educativa para imponer sanciones administrativas, de acuerdo con lo establecido en el artículo 215 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

Ahora bien el artículo 215 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, establece la facultad de la autoridad para imponer sanciones administrativas y en su caso las sanciones impuestas, prescribirán en un año, resultando pertinente realizar su transcripción:
ARTÍCULO 215. La facultad de la autoridad para imponer sanciones administrativas, y en su caso las sanciones impuestas, prescriben en un año. 

Los términos de la prescripción serán continuos y se contarán desde el día en que se cometió la falta o infracción administrativa si fuere consumada, o desde que cesó si fuere continúa y, en su caso, a partir de la fecha del acto de autoridad mediante el cual se impuso la sanción.
En ese sentido, se tiene que obra en el presente expediente el acta circunstanciada de visita de verificación, misma que se realizó el pasado cuatro de noviembre de dos mil veintidós en el Bachillerato la Coruña con razón Social Universidad la Coruña, S.C. a fojas de la 23 a la 28 del expediente en el que se actúa, y mediante la cual se realizó la visita de verificación con el fin de supervisar el cumplimiento de lo establecido en la normatividad vigente, y en donde a consideración de esta Sala Unitaria, le corre el término a la autoridad demandada para imponer sanciones, ya que le ofrece el término de cinco días para formular observaciones y ofrecer pruebas, resultando pertinente realizar la transcripción de la parte que nos interesa:

“…

En términos del Acuerdo número 450, por el que se establecen los Lineamientos que regulan los Servicios que los Particulares brindan en las distintas opciones Educativas en el tipo Medio Superior, se informó al visitado su derecho para formular observaciones en el acto de la diligencia y ofrecer pruebas con relación a los hechos contenidos en ella, o bien, por escrito hacer uso de este derecho dentro los cinco días hábiles siguientes a la fecha en que la misma se lleva a cabo, para lo cual se hizo de su conocimiento …”
Motivo por el cual, se tiene que la autoridad demandada según lo establece el artículo 215 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, con la visita de verificación comienza la facultad de la autoridad para imponer sanciones administrativas, con el inicio de la visita de verificación, la cual prescribe en un año.
Ahora bien, con fecha diecisiete de junio de dos mil veinticuatro, le fue notificado a la parte actora el oficio **********, mediante el cual le resuelve el procedimiento administrativo instaurado en su contra y en donde se le impone una multa por el equivalente de 1000 UMA Y LA SUSPENSIÓN DEFINITIVA DEL SERVICIO EDUCATIVO, documental que obra a foja de la 76 a la 102 del expediente en el que se actúa, misma que se valora de conformidad con lo dispuesto por el artículo 72 fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

Bajo este orden de ideas, se tiene que desde el inicio de la visita de verificación realizada el cuatro de noviembre de dos mil veintidós, a la resolución del procedimiento el diecisiete de junio de dos mil veinticuatro, transcurrió en  exceso el término de un año previsto por el artículo 215 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que tenía la autoridad para imponer sanciones administrativas y en su caso las sanciones correspondientes.

Motivo de lo anterior, se declara la prescripción de la autoridad demandada para imponer sanciones administrativas y en su caso las sanciones correspondientes, por lo tanto se declara la Ilegalidad e Invalidez de las resoluciones impugnadas la que resuelve el expediente **********, de fecha dieciséis de mayo de dos mil veinticuatro, y por ende la resolución dictada en el recurso de revisión, del expediente ********** de fecha veintitrés de septiembre de dos mil veinticuatro, ello en razón de haberse demostrado que se encontraban prescritas sus facultades para imponer sanciones.
Por lo expuesto, fundado y con apoyo además en los artículos 123, de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, y 7º, fracción I, 9º, fracción III, 35, fracción VIII y 36, fracción VII, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, así como también los diversos 217, 248, 249, 250, fracción IV, y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, SE RESUELVE:
PRIMERO.- Esta Sala Unitaria es competente para emitir la presente resolución.

SEGUNDO.- Por las razones y fundamentos que han sido expuestos en el considerando Sexto de esta resolución, se decreta la Ilegalidad e Invalidez de las resoluciones impugnadas la que resuelve el expediente **********, de fecha dieciséis de mayo de dos mil veinticuatro; y por ende la resolución dictada en el recurso de revisión del expediente ********** de fecha veintitrés de septiembre de dos mil veinticuatro, por las razones vertidas en dicho Considerando.
TERCERO.- Notifíquese
Así lo resolvió y firma, la Magistrada Titular de la Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciada María Olvido Rodríguez Vázquez, quien actúa con el Secretario de Acuerdos, Licenciado Juan José García Morales, que autoriza y da fe.
Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3º fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí.
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